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RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / CONTRATO DE SEGURO / SEGURO DE INCENDIO / DEMANDANTE NO CUMPLIÓ CON LAS GARANTÍAS / CONFIRMA / ““Esta última circunstancia es la que constituye la verdadera razón del debate. En efecto, la compañía de seguros, por escrito del 8 de abril de 2011, dirigido al demandante, le manifestó que no pagaría la indemnización reclamada porque el establecimiento de comercio incendiado no contaba para el momento del siniestro con acometidas eléctricas debidamente entubadas, al 100%, ni con extintores con carga vigente y que en tal forma incumplió las cláusulas de garantía pactadas. Por tanto, concluyó, las pérdidas no encuentran amparo en la póliza de seguro, no solo porque incurrió en aquella infracción, sino en las sanciones previstas por el artículo 1061 del Código de Comercio y lo invita a reclamar el cheque correspondiente a la devolución de la prima pagada. Esos mismos hechos le sirvieron de fundamento para ejercer su derecho de defensa y proponer la excepción que denominó inexistencia del contrato de seguro desde el 3 de julio de 2010 por terminación de este en razón de la violación de garantía.”

(…)

“Está probada la existencia del contrato de seguro con la copia de la póliza que arrimó el actor, cuya autenticidad no desconoció; por el contrario, con fundamento en ella solicita se hagan las declaraciones imploradas en la demanda. Por su parte, la sociedad accionada, al responder el hecho primero de tal escrito, aceptó haberlo celebrado. 

En ese documento aparecen pactadas como cláusulas de garantía, las siguientes: “MERCANCIAS 100% ESTIBADAS O EN ESTANTERIAS Y/0 ADECUADAMENTE ALMACENADA (sic)”, “EXTINTORES BIEN UBICADOS, SEÑALIZADOS, DE FÁCIL ACCESO Y CON CARGA VIGENTE” e “INSTALACIONES ELÉCTRICAS 100% ENTUBADAS CON MANDOS AUTOMÁTICOS”

Como lo sostiene el recurrente, la firma del tomador, asegurado y beneficiario no aparece consignada en la referida póliza. Sin embargo, ella no se exige como requisito para que la póliza produzca efectos jurídicos, pues como ya quedó visto, por ser consensual, el contrato de seguro se perfecciona con la sola aquiescencia de las partes y se prueba mediante escrito o por confesión; en este caso se demostró con la póliza respectiva, la que de conformidad con el artículo 1047 del Código de Comercio, que enlista las condiciones de ese documento, solo exige la del asegurador en el numeral 10.

Las referidas garantías tampoco pueden ser desconocidas porque no estén incluidas en documento independiente de la póliza, pues hacen parte del contrato de seguro y no exige el legislador un documento independiente para otorgarles mérito probatorio. Por el contrario, lo que dice el artículo 1061 del Código de Comercio que atrás se transcribió, es que deben constar en la póliza o en los documentos accesorios a ella.

En conclusión, como las garantías están incluidas en la póliza, hacen parte del contrato de seguro.”

Citación jurisprudencial: Sala de Casación Civil, sentencia del 8 de septiembre de 2011, MP. Dra. Ruth Marina Díaz Rueda, expediente  11001-3103-009-2007-00456-01. / 

------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos
Pereira, octubre veinte (20) de dos mil dieciséis (2016)
Acta No. 505 del 18 de octubre de 2016
Expediente No. 66001-31-03-005-2012-00485-01
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 18 de junio de 2015, en el proceso ordinario promovido por el señor Gustavo Penagos Mejía contra la sociedad Liberty Seguros S.A.

A N T E C E D E N T E S

1.- Con la acción instaurada pretende el demandante se declare que la sociedad demandada tiene la obligación de cubrir el riesgo pactado en la Póliza Liberty Protección Empresarial y en consecuencia se le condene a pagar al demandante, por concepto de mercancías, la suma de $51.188.400 y $13.035.000 por concepto de muebles y enseres, con sus intereses desde el 31 de enero de 2011 hasta cuando el pago se verifique; también, las costas del proceso.
2.- Como hechos constitutivos de la causa petendi, se invocaron los que a continuación se sintetizan: 

2.1 El demandante suscribió un seguro contra todo riesgo para amparar el almacén “Gustavo Vende al Costo”, ubicado en la calle 19 No. 17-32 de la ciudad de Armenia, el que se mantuvo vigente desde el 3 de julio de 2008 hasta el 31 de diciembre de 2010, cuando el local comercial se incendió.
2.2 Las mercancías afectadas con el siniestro, tal como se indicó en la renovación de la póliza del 3 de julio de 2010, fueron amparadas por la suma de $60.000.000, con un deducible del 10% sobre la pérdida y un mínimo de 1.5 salario mínimo legal mensual vigente. “Muebles y enseres $15.000.000, sin deducible”.
2.3 Ocurrido el siniestro, incendio de mercancías, muebles y enseres, el demandante informó a la aseguradora; esta designó como ajustadores para liquidar la pérdida, a la sociedad Ajustadores de Occidente, Bogotá Ltda.; mientras aquel y el gerente de esta cuantificaban y valoraban parte de la mercancía que no se quemó, el último ordenó trasladarla a una bodega con el fin de protegerla; “en ese intermedio” el último  manifestó que no continuaba con el proceso porque era necesario esperar “una carta de Bogotá que resultó ser posteriormente el 29 de JUNIO de 2010 casi a los SEIS MESES de ocurrido el siniestro”, el oficio con el cual la aseguradora negó el pago de la indemnización.

2.4 Con autorización del ajustador, el actor sacó parte de la mercancía que no se había quemado, pero estaba mojada y olía a humo; por el tiempo que estuvo guardada “no solo se perdió lo que habían aparentemente salvado sino el valor del arrendamiento se tuvo guardada la mercancía”.
2.5 La pérdida ascendió a $56.876.000 y con el deducible, a $51.188.400, suma que el demandante tiene derecho a cobrar como indemnización, por cuenta de la Póliza Liberty Protección Empresarial No. 17714.

2.6 “Los seis meses que estuvo guardado el salvamento a razón de $230.000 mensuales”, fue un perjuicio adicional para el actor.

2.7 Los muebles y enseres fueron valorados en $13.035.000 que debe serle reconocido como indemnización, sin que se hubiese pactado deducible.
3.- Por auto del 12 de febrero de 2013 la demanda se admitió.

4.-Trabada la relación jurídica procesal, el representante legal de la sociedad demandada, por medio de apoderado judicial, dio respuesta al libelo. Negó en su mayoría los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó “INEXISTENCIA DEL CONTRATO DE SEGURO DESDE EL 3 DE JULIO DE 2010 POR TERMINACIÓN DE ESTE EN RAZÓN DE LA VIOLACIÓN DE GARANTÍA”, “EXCLUSIÓN DE LAS PÉRDIDAS PROVENIENTES DE DAÑOS Y DESPERFECTOS DE LAS INSTALACIONES ELÉCTRICAS POR CAUSAS INHERENTRES A SU FUNCIONAMIENTO, RIESGO NO ESTÁ AMPARADO”, “PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO Y/O CADUCAD DE LA ACCION (sic)”, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “PORCENTAJE DEL LÍMITE DEL VALOR ASEGURADO COMO TOPE MÁXIMO DE LA RESPONSABILIDAD”, “AUSENCIA DE DERECHO Y OBLIGACIÓN – FALTA DE LEGITIMACIÓN EN AL (sic) CAUSA – FALTA DE CAUSA” y “EXCEPCIÓN GENERICA (sic)”.
5.- Surtido el traslado de las excepciones propuestas se realizó la audiencia que regula el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, sin que se hubiese logrado la conciliación. Luego se decretaron las pruebas solicitadas, y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se produjo el 18 de junio de 2015. En ella, la funcionaria de primer grado decidió negar las pretensiones de la demanda y condenó en costas al actor.

Para decidir así, encontró probada la existencia del contrato de seguro que celebraron las partes; luego hizo referencia a las garantías de aquella clase de convenio y con fundamento  en jurisprudencia que consideró aplicable al caso, concluyó que ellas deben ser atendidas por el tomador, so pena de que el asegurador pueda darlo por terminado.
Con fundamento en las pruebas recogidas en el plenario, concluyó que el demandante incumplió el contrato de seguro, pues era una obligación suya mantener el riesgo durante su vigencia, para lo cual debía respetar los compromisos que adquirió al suscribirlo y especialmente las cláusulas de garantía como mantener los extintores bien ubicados, señalizados, con fácil acceso y carga vigente, así como las instalaciones eléctricas 100% entubadas con mandos automáticos, pero no lo hizo.
Ante ese incumplimiento, el contrato perdió sus efectos; la aseguradora estaba en su derecho de darlo por terminado desde cuando se enteró de la falla, como en efecto lo hizo y por tal razón no tiene derecho el actor a la indemnización reclamada.
FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

1.- Alegó el apoderado del demandante que la jurisprudencia transcrita en la sentencia resulta discutible “porque no son para el contrato de seguro”; las garantías estaban en tal contrato, “no son documentos aparte que tienen las aseguradoras y, por lo tanto casi siempre  asaltan la buena fe del asegurado que recoge el contrato junto con la cuenta de cobro”; el tomador detiene más su atención en el valor que tiene que pagar, el plazo en que debe hacerlo y descuida el tema del seguro, especialmente si tiene garantías, que resultan así escondidas para sorprender al asegurado frente al siniestro. Aduce que en este caso primó más la confianza en el intermediario que en la compañía de seguros; al contrato no deben aplicarse esas garantías, en razón a que una de sus características es la de ser consensual y por ende, la demandada, si “pretende aplicar como válidas esas garantías, debió cerciorarse que estuvieran aceptadas por el tomador asegurado”, lo que no sucedió, pues solo las firmó la compañía de seguros; toda la metodología del negocio jurídico consistió en hacerle una visita técnica al establecimiento comercial, para luego expedir la póliza, pero al actor nunca se le previno que debía cumplir unas determinadas condiciones, ni se anexó documento alguno en el que se le advirtiera que debía adecuar el local comercial a las exigencias de la aseguradora.

Aduce que con fundamento en la jurisprudencia citada en la sentencia, la garantía constituye una promesa del candidato a tomador, pero que a este debería explicársele en la etapa precontractual su obligación de adecuar el establecimiento antes de expedir la póliza, cosa que jamás se hace; ni siquiera a los intermediarios se les informa y por ello, no advierten al asegurado de tal obligación, práctica bastante empleada, que se convierte en una trampa y que se descubre cuando se está frente al siniestro. En la misma jurisprudencia, agrega, se hace alusión a tales garantías de acuerdo con la forma en que fue acordada por las partes y se pregunta por cuál, cuando esas garantías se incluyen en el contrato y no es advertida al intermediario ni al asegurado; también, qué local comercial cumple con la de “100x100 de las instalaciones eléctricas…si es la misma tarifa de incendio que permite que los cables que se van conectados (sic) con los cables eléctricos” como ocurre en las instalaciones de los juzgados.
Considera confusa la idea de mantener el estado del riesgo que ordena el legislador pues en este caso el demandante no realizó ninguna modificación, sin que exista prueba que acredite su variación; su cliente compró un seguro engañado con la existencia de unas garantías que no firmó y cuya existencia desconocía, sin que a la gente de buena fe se le pueda engañar con contratos vendidos sin explicarle suficientemente los alcances de los amparos y sus restricciones. Tampoco, dice, es claro el legislador al referirse al riesgo, pues no se sabe si hace alusión al local que contiene las mercancías o bienes asegurados o a la amenaza que se cierne sobre ellos.

Solicita se revoque el fallo y se acceda a las pretensiones.

2.- En esta instancia el apoderado de la demandada alegó que las garantías contenidas en el contrato de seguro celebrado entre las partes fueron claras, precisas y ninguna ambigüedad se desprende de ellas; el demandante las conoció porque quedaron escritas en la carátula de la póliza, la que tenía en su poder, al igual que las renovaciones; fue él quien las aportó al proceso; no las tachó de falsas y resulta ilógico que  alegue su desconocimiento; nadie compra un producto sin saber lo que adquiere y como mínimo, para consultar el valor de la prima ha debido consultar la póliza.

En este caso, agrega, de acuerdo con el artículo 1061 del Código de Comercio, como se produjo una violación de la garantía, la asegurada dio por terminado el contrato desde el momento de la infracción, pues la carga de los extintores se encontraba vencida desde el mes de agosto de 2010, varios meses antes de la ocurrencia del siniestro y no contaba el establecimiento de comercio con las acometidas eléctricas entubadas al 100%; para el 31 de diciembre de 2010 el contrato de seguro ya estaba terminado y por ende, no existe valor asegurado ni obligación alguna a cargo de la demandada, afirmaciones que sustentó con fundamento en jurisprudencia que consideró aplicable al caso.
Agregó que además, el contrato celebrado consagra como exclusión las pérdidas provenientes de daños y desperfectos de las instalaciones eléctricas por causas inherentes a su funcionamiento, la que se configuró en este caso, pues de acuerdo con el informe rendido por la empresa contratada para la revisión del local tras el hecho ocurrido, se encontraron tres focos de llama, junto a ellos tomas eléctricos mal utilizados porque de los principales salían otros tantos para conectar aparatos eléctricos, además cableado por fuera, expuesto, sin ninguna seguridad, pegado con cinta aislante, contraviniendo el compromiso de tener las instalaciones entubadas; el contenido de tal documento no fue reprochado ni tachado de falso por quien tenía interés en desvirtuar su contenido.

Considera acertada la sentencia de primera instancia y solicita sea confirmada.

CONSIDERACIONES 

1.- Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y como ninguna causal de nulidad se observa, la sentencia que se ha de dictar será de fondo. 
2.- El Código de Comercio no define el contrato de seguro, pero con fundamento en los artículos que hacen parte del Título V, se ha dicho de aquel que es un negocio bilateral, oneroso, aleatorio y de tracto sucesivo por virtud del cual una empresa autorizada para explotar esa actividad, se obliga a cambio de una prestación pecuniaria, dentro de los límites pactados y ante la ocurrencia de un acontecimiento incierto cuyo riesgo ha sido objeto de cobertura, a indemnizar al asegurado el daño sufrido.

El artículo 1046 de ese código, subrogado por el 3 de la ley 389 de 1997 dice: “El contrato de seguro se probará por escrito o por confesión. Con fines exclusivamente probatorios, el asegurador está obligado a entregar, en su original, al tomador, dentro de los quince días siguientes a la fecha de su celebración, el documento contentivo del contrato de seguro, el cual se denomina póliza, que deberá redactarse en castellano y firmarse por el asegurador...”

 
Por su parte, el artículo 1061 del Código de Comercio define la garantía como “la promesa en virtud de la cual el asegurado se obliga a hacer o no determinada cosa, o a cumplir determinada exigencia, o mediante la cual afirma o niega la existencia de determinada situación de hecho” y agrega que “deberá constar en la póliza o en los documentos accesorios a ella. Podrá expresarse en cualquier forma que indique la intención inequívoca de otorgarla. La garantía, sea o no sustancial respecto del riesgo, deberá cumplirse estrictamente. En caso contrario, el contrato será anulable. Cuando la garantía se refiere a un hecho posterior a la celebración del contrato, el asegurador podrá darlo por terminado desde el momento de la infracción.”

                    
En los contratos, incluidos los de seguros, prima la voluntad de las partes, sin que alguna pueda desconocer los términos del pacto, fin este que solo puede alcanzarse con el acuerdo de quienes lo celebraron o cuando por causas legales se declare su resolución o anulación. En consecuencia, mientras no se produzca alguna de tales situaciones, quienes concurrieron a su celebración deben cumplirlo en los términos convenidos. Así se rinde tributo al artículo 1602 del Código Civil, según el cual, “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por causas legales”. 

Y ha dicho la Corte Suprema de Justicia que “cuando el pensamiento y el querer de quienes concertaron un pacto jurídico quedan escritos en cláusulas claras, precisas y sin asomo de ambigüedad, tiene que presumirse que estas estipulaciones así concebidas son el fiel reflejo de la voluntad interna de aquellos y que, por lo mismo, se torna inocuo cualquier intento de interpretación (Cas. Civ. 5 de julio de 1983, Pág. 14, reiterada en Cas. Civ. de 1º de agosto de 2002. Expediente No. 6907 y en fallo de 29 de julio de 2009. Exp. 2001-00588-01)…”
 

3. Para definir la cuestión, corresponde a este Tribunal examinar las  condiciones particulares y generales de la póliza que contiene el contrato de seguro que sirve al demandante para elevar las pretensiones, con el fin de establecer si las cláusulas de garantía que se dicen incumplidas hacen parte de ese convenio, pues el demandante, por distintas razones, considera que no; lo contrario estima la sociedad demandada, a la que el juzgado otorgó la razón y negó las pretensiones porque ante su incumplimiento, la aseguradora podía darlo por terminado. 
4.- La sociedad Liberty Seguros S.A. fue llamada al proceso con fundamento en la póliza de protección empresarial que otorgó, distinguida con el No. 17714, en la que aparece como tomador, asegurado y beneficiario el señor Gustavo Penagos Mejía y que protege, entre otros, el riesgo por incendio y peligros aliados, sobre muebles, enseres y mercancías, con vigencia desde el 3 de julio de 2010 hasta el mismo día del año siguiente
, documento del que por demás se deduce la legitimación en la causa de las partes para intervenir en este asunto.

En las condiciones generales de esa póliza
, se dice que la compañía aseguradora ampara al asegurado contra las pérdidas provenientes de los eventos que se encuentren enlistados en la carátula de la póliza, que se presenten en el predio especificado y ocurran durante su vigencia, de manera accidental, súbita e imprevista. Dentro de ellos, como amparo básico se incluyen el incendio y peligros aliados.

De acuerdo con los hechos de la demanda, el 31 de diciembre de 2010 se produjo un incendio en el local comercial en que el demandante ejercía su actividad mercantil y esa contingencia dañó objetos como los que eran motivo de amparo; hecha la respectiva reclamación, fue objetada por la sociedad demandada.

Esta última circunstancia es la que constituye la verdadera razón del debate. En efecto, la compañía de seguros, por escrito del 8 de abril de 2011, dirigido al demandante, le manifestó que no pagaría la indemnización reclamada porque el establecimiento de comercio incendiado no contaba para el momento del siniestro con acometidas eléctricas debidamente entubadas, al 100%, ni con extintores con carga vigente y que en tal forma incumplió las cláusulas de garantía pactadas. Por tanto, concluyó, las pérdidas no encuentran amparo en la póliza de seguro, no solo porque incurrió en aquella infracción, sino en las sanciones previstas por el artículo 1061 del Código de Comercio y lo invita a reclamar el cheque correspondiente a la devolución de la prima pagada
. Esos mismos hechos le sirvieron de fundamento para ejercer su derecho de defensa y proponer la excepción que denominó inexistencia del contrato de seguro desde el 3 de julio de 2010 por terminación de este en razón de la violación de garantía.

5.- El apoderado del demandante, al formular sus alegatos en esta sede, considera que la sentencia de primera sede debe ser revocada, porque las cláusulas de garantía no hacen parte del contrato de seguro.
5.1 A este, aduce, no deben aplicarse las garantías en razón a que una de sus características es la de ser consensual y por ende, la demandada, si “pretende aplicar como válidas esas garantías, debió cerciorarse que estuvieran aceptadas por el tomador asegurado”, lo que no sucedió, pues solo las firmó la compañía de seguros. Agregó que toda la metodología del negocio jurídico consistió en hacerle una visita técnica al establecimiento comercial, para luego expedir la póliza, pero nunca se le advirtió que debía cumplir unas determinadas condiciones, ni se anexó documento alguno en el que se le previniera que debía adecuar el local comercial a las exigencias de la aseguradora.

Está probada la existencia del contrato de seguro con la copia de la póliza que arrimó el actor, cuya autenticidad no desconoció; por el contrario, con fundamento en ella solicita se hagan las declaraciones imploradas en la demanda. Por su parte, la sociedad accionada, al responder el hecho primero de tal escrito, aceptó haberlo celebrado. 
En ese documento aparecen pactadas como cláusulas de garantía, las siguientes: “MERCANCIAS 100% ESTIBADAS O EN ESTANTERIAS Y/0 ADECUADAMENTE ALMACENADA (sic)”, “EXTINTORES BIEN UBICADOS, SEÑALIZADOS, DE FÁCIL ACCESO Y CON CARGA VIGENTE” e “INSTALACIONES ELÉCTRICAS 100% ENTUBADAS CON MANDOS AUTOMÁTICOS”
.

Como lo sostiene el recurrente, la firma del tomador, asegurado y beneficiario no aparece consignada en la referida póliza. Sin embargo, ella no se exige como requisito para que la póliza produzca efectos jurídicos, pues como ya quedó visto, por ser consensual, el contrato de seguro se perfecciona con la sola aquiescencia de las partes y se prueba mediante escrito o por confesión; en este caso se demostró con la póliza respectiva, la que de conformidad con el artículo 1047 del Código de Comercio, que enlista las condiciones de ese documento, solo exige la del asegurador en el numeral 10.

Las referidas garantías tampoco pueden ser desconocidas porque no estén incluidas en documento independiente de la póliza, pues hacen parte del contrato de seguro y no exige el legislador un documento independiente para otorgarles mérito probatorio. Por el contrario, lo que dice el artículo 1061 del Código de Comercio que atrás se transcribió, es que deben constar en la póliza o en los documentos accesorios a ella.
En conclusión, como las garantías están incluidas en la póliza, hacen parte del contrato de seguro. 
5.2 No puede considerarse que el demandante fue asaltado en su buena fe o engañado, como lo propone el abogado que lo representa, porque haya detenido su atención, en la lectura de la póliza, al valor de la prima y el plazo que se le otorgó para cancelarla, y descuidado “el tema del seguro, especialmente si tiene garantías, que resultan así escondidas para luego sorprender el asegurado ya frente al siniestro”. 

Aceptar tal argumento sería conferir derechos a la negligente conducta del tomador del seguro y desconocer los de la aseguradora, que al expedir la póliza consignó los compromisos que ambos debían asumir. En este caso, el demandante adhirió al contrato, sin que en ejercicio del principio de la autonomía de la voluntad hubiese desistido de hacerlo ante la existencia de las cláusulas a que se hace alusión, si es que con ellas no estaba de acuerdo. El desconocimiento de las garantías se debe entonces a su propia desidia, que no puede invocar a su favor.
5.3 Aduce el impugnante que no se le advirtió de la existencia de las garantías, lo que ha debido hacerse en la etapa precontractual, informándole sobre las adecuaciones que al establecimiento debía hacer, antes de emitir la póliza, pero así no procedió la demandada, a pesar de que visitó el negocio para asegurarlo.

Tal argumento, además de que carece de fundamento probatorio, no puede aceptarse porque el contrato de seguro que invocó el demandante como sustento de sus pretensiones se celebró el 3 de julio de 2008, por el término de un año de acuerdo con los documentos que se aportaron con el escrito por medio del cual se promovió la acción, el que se fue renovando hasta el mes de julio de 2011. Desde aquella fecha se han incluido a las distintas pólizas cláusulas de garantía, concretamente las de extintores bien ubicados, señalizados, de fácil acceso y con carga vigente, y de mercancías 100% estibadas o en estanterías y/o adecuadamente almacenada; en la última renovación se incluyó también la de instalaciones eléctricas 100% entubadas con mandos automáticos
. En consecuencia no puede obtener ventajas de su negativa conducta, si es que a lo largo de la existencia del contrato se ha abstenido de leer alguna de las pólizas que sin duda se le han expedido, pues fue él quien las incorporó al proceso. 
5.4 Lo relativo a la obligación que compete al asegurado o tomador de mantener el estado del riesgo de acuerdo con el artículo 1060 del Código de Comercio, a que se refiere la sentencia que se revisa y también el apoderado del actor al sustentar la alzada, es obligación diferente a la que impone el artículo 1061 de cumplir estrictamente la garantía. Por tanto, no resultó afortunado acudir a aquella figura, que no fue invocada como fundamento de las pretensiones ni de las excepciones.

En efecto, aunque el régimen de una y otra guardan relación con el riesgo asegurable, son diferentes. Para citar solo una de tales disimilitudes, puede decirse que la obligación para el tomador o el asegurado de mantener el estado del riesgo existe aunque no se indique en la póliza; mientras que en tal documento debe aparecer la intención inequívoca de otorgar las garantías de acuerdo con los artículos 1060 y 1061 ya citados.
5.5 Alega también el apoderado del recurrente que el inspector encontró las instalaciones “peladas” porque el local se había incendiado y en consecuencia, no podía hallarlas en otra forma. 

De referirse el citado profesional al informe rendido por el Gerente de Ajustadores de Occidente
, en el que indicó que se violaron las garantías referentes a la vigencia de los extintores y a que las acometidas eléctricas debían estar 100% entubadas, basta con decir que el contenido de tal documento no fue controvertido por el demandante y en las fotografías que en él se incluyen, se aprecian algunos cables que no resultaron afectados por las llamas, totalmente expuestos, es decir, por fuera de tubos o canaletas.

Pero es que además, otras pruebas que obran en el plenario evidencian el incumplimiento de la garantía a que alude el impugnante, concretamente el interrogatorio absuelto por el actor y el testimonio de la señora María Elena Ramírez Marín, pruebas que con juicio analizó la funcionaria de primera sede en la sentencia que se revisa, cuya valoración tampoco se cuestionó.
5.6 El aparte de la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia que transcribió la funcionaria de primera sede, guarda exclusiva relación con las características de la cláusula de garantía
. De ese tema se ocupó el fallo impugnado; por tanto, no puede concluirse, como lo afirma el apoderado del demandante, que sea discutible su aplicación en este caso en cuanto expresa que “La garantía –entendida en su estructura medular preponderantemente como promesa del candidato a tomador…”, pues se ocupó la citada Corporación, en esa providencia, de analizar lo relacionado con la cláusula de garantía en un contrato de seguro.

5.7 La circunstancia de que los locales comerciales en Colombia no cumplan la garantía de “100x100 de las instalaciones eléctricas… si es la misma tarifa de incendio que permite que los cables que van conectados con los aparatos eléctricos estén destapados como ocurre inclusive en las instalaciones de los juzgados…”, por carecer de un verdadero sustento jurídico, no será objeto de análisis alguno.

6.- De acuerdo con lo expuesto, se concluye que las garantías contenidas en la póliza que invocó el demandante como fundamento de sus pretensiones sí hacen parte del contrato de seguro, y como ellas fueron incumplidas por el citado señor, procedía la terminación de ese convenio de acuerdo con el artículo 1061 del Código de Comercio, en razón además a que debían cumplirse con posterioridad a la celebración del contrato, dada su propia naturaleza: “MERCANCIAS 100% ESTIBADAS O EN ESTANTERIAS Y/0 ADECUADAMENTE ALMACENADA (sic)”, “EXTINTORES BIEN UBICADOS, SEÑALIZADOS, DE FÁCIL ACCESO Y CON CARGA VIGENTE” e “INSTALACIONES ELÉCTRICAS 100% ENTUBADAS CON MANDOS AUTOMÁTICOS”.

Y como forma de reforzar esa conclusión, ha de decirse que el accionante no excusó el incumplimiento de las garantías en la forma prevista por el artículo 1062 del Código de Comercio, según el cual: “Se excusará el no cumplimiento de la garantía cuando, por virtud del cambio de circunstancias, ella ha dejado de ser aplicable al contrato, o cuando su cumplimiento ha llegado a significar violación de una ley posterior a la celebración del contrato”.
CONCLUSIONES Y JUSTO TÍTULODECISIÓN 

De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el fallo que se revisa.

La parte actora deberá cancelar las costas causadas en esta instancia, a favor de la parte demandada. No se fijarán las agencias en derecho, porque la mayoría de la Sala considera que debe aplicarse le Código General de Proceso, que no manda ya proceder en tal forma.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

1º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 18 de junio de 2015, en el proceso ordinario promovido por el señor Gustavo Penagos Mejía contra la sociedad Liberty Seguros S.A.

2º Costas en esta instancia a cargo de la demandante, a favor de los demandados.
Notifíquese,  

Los Magistrados,                       
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

(Con salvamento parcial de voto)
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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